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Sobre: 

Posposición 

Panel integrado por su presidente el Juez Figueroa 

Cabán, el Juez Flores García y el Juez Salgado 

Schwarz. 

 

Flores García, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 21 de abril de 

2021. 

I. Introducción 

Comparece por derecho propio, la parte 

recurrente, José M. Soto Cruz, actualmente bajo la 

custodia del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación. La parte recurrente solicita la 

revocación de la resolución emitida por la parte 

recurrida, la Junta de Libertad bajo Palabra, 

mediante la cual se suspendió la determinación de 

su caso por un término de noventa (90) días, hasta 

tanto se pudiera corroborar su Plan de Salida para 

el estado de Massachusets. 

Veamos la procedencia del recurso promovido. 

II. Relación de Hechos 

Surge del expediente ante nuestra 

consideración que, el 6 de diciembre de 2017, 
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estaba citada una vista de consideración sobre la 

posibilidad de otorgarle el privilegio de libertad 

bajo palabra a la parte recurrente. Empero, toda 

vez que faltó citar a partes perjudicadas, el 14 

de diciembre de 2017, la parte recurrida emitió 

una resolución en la que consignó que por dicho 

motivo suspendió la vista, pues carecía de 

jurisdicción para celebrarla. Además, indicó que 

le explicó a la parte recurrente el motivo de la 

suspensión, quien manifestó haber entendido. 

Finalmente, refirió el caso al Área de Secretaría 

para que, una vez se cumpliera con el requisito de 

notificación a las partes perjudicadas, citara el 

caso nuevamente en una fecha hábil. 

Según el próximo documento que obra en el 

expediente, el 3 de julio de 2020, la parte 

recurrida emitió una resolución en la que expresó 

que el caso había sido evaluado el 28 de febrero 

de 2020, con fecha de reconsideración para el mes 

de abril de 2020. Sin embargo, determinó que aún 

faltaba la corroboración del Plan de Salida para 

el estado de Massachusets. Ante estas 

circunstancias, la parte recurrida concluyó que 

habría de suspender la determinación del caso por 

un término de noventa (90) días, con el propósito 

de contar con la información requerida para poder 

evaluar el caso. Así, volvería a considerar el 

caso al recibo de la información solicitada o en 

septiembre de 2020, lo que ocurriera primero. 
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Cabe señalar que, debido a la situación de 

emergencia provocada por la pandemia del COVID-19 

y a las Órdenes Ejecutivas emitidas por la 

Gobernadora de Puerto Rico en cuanto a cierres de 

operaciones, la Junta de Libertad bajo Palabra 

emitió unas resoluciones sobre extensión de 

términos para los procedimientos administrativos. 

El 22 de abril de 2020, la Junta de Libertad bajo 

Palabra emitió la Resolución Núm. 2020-01, In Re: 

Medidas de Emergencia Pública COVID-19. Mediante 

la misma, concedió una extensión de término 

general hasta el lunes, 18 de mayo de 2020, y a 

partir de ese momento comenzaría a decursar 

cualquier término que hubiera vencido del 16 de 

marzo de 2020 al 17 de mayo de 2020. 

Posteriormente, el 24 de julio de 2020, la Junta 

de Libertad bajo Palabra emitió la Resolución Núm. 

2020-02, In Re: Medidas de Emergencia Pública 

Establecidas por la Gobernadora de Puerto Rico 

(COVID-19). Mediante la misma, concedió una 

extensión de término general hasta el lunes, 7 de 

agosto de 2020, y a partir de ese momento 

comenzaría a decursar cualquier término que 

hubiera vencido del 16 de marzo de 2020 al 6 de 

agosto de 2020. 

Inconforme con la determinación de la parte 

recurrida en cuanto a posponer la determinación 

sobre el privilegio de libertad bajo palabra, la 

parte recurrente presentó una solicitud de 
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reconsideración. Empero, desconocemos su 

contenido, pues la parte recurrida no incluyó 

copia de la misma en el apéndice de su recurso de 

Revisión Judicial. 

Atendida la solicitud de reconsideración 

presentada por la parte recurrente, el 10 de 

noviembre de 2020, archivada en autos el 12 de 

noviembre de 2020, la parte recurrida emitió una 

resolución declarando no ha lugar la 

reconsideración promovida. 

Aún insatisfecha, el 20 de noviembre de 2020, 

la parte recurrente acudió ante nosotros mediante 

el recurso de Revisión Judicial de epígrafe, en el 

cual le imputa a la parte recurrida estar 

dilatando injustificadamente la consideración de 

su caso. 

Luego de evaluar el escrito de la parte 

recurrente y los documentos unidos al mismo, 

prescindimos de la comparecencia de la parte 

recurrida y resolvemos de conformidad con el 

Derecho aplicable. 

III. Derecho Aplicable 
 

A. Junta de Libertad bajo Palabra 
 

La Ley Núm. 118 de 22 de julio de 1974, según 

enmendada, conocida como la Ley Orgánica de la 

Junta de Libertad bajo Palabra, 4 LPRA secs. 1501 

et seq., creó la Junta de Libertad bajo Palabra, 

adscrita al Departamento de Corrección y 

Rehabilitación, y la facultó para decretar la 
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libertad bajo palabra de cualquier persona 

recluida en cualquiera de las instituciones 

penales de Puerto Rico. Ello conforme al 

procedimiento que a esos fines dispuso la ley, 

incluyendo el proceso de revocación de dicho 

privilegio que establecen los Artículos 1, 3(a) y 

5 de dicha ley. Véase, 4 LPRA secs. 1501, 1503(a) 

y 1505. 

Este sistema permite que una persona convicta 

y sentenciada a cumplir un término de reclusión 

cumpla la última parte de su sentencia fuera de la 

institución penal, pero sujeto al cumplimiento de 

las condiciones impuestas para conceder el 

privilegio de la libertad bajo palabra. Maldonado 

Elías v. González Rivera, 118 DPR 260, 275 (1987). 

Además, la Ley Núm. 118, supra, concede a la Junta 

de Libertad Bajo Palabra la discreción para 

decretar la libertad bajo palabra de cualquier 

persona recluida en las instituciones penales de 

Puerto Rico, siempre que no se trate de los 

delitos excluidos de dicho beneficio y que la 

persona haya cumplido el término mínimo de la 

sentencia dispuesto por ley. 4 LPRA sec. 1503; 

Toro Ruiz v. J.L.B.P. y otros, 134 DPR 161, 166 

(1993). Por tanto, se trata de un beneficio 

limitado. 

Para ejercer adecuadamente tal discreción, la 

Junta de Libertad bajo Palabra promulga 

reglamentos conforme lo requiere el debido proceso 
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de ley. Torres Arzola v. Policía de P.R., 117 DPR 

204, 211 (1986); Soto v. Srio. de Justicia, 112 

DPR 477, 499-500 (1982). 

El Reglamento Procesal de la Junta de 

Libertad bajo Palabra, Reglamento Núm. 7799 de 21 

de enero de 2010, fue aprobado conforme al 

Artículo 3 (g) de la Ley Núm. 118, supra, y en 

cumplimiento con la entonces vigente Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme (LPAU) de 

1988. El Artículo II del Reglamento establece que 

la misión de la Junta de Libertad bajo Palabra es 

cumplir con la rehabilitación de las personas 

convictas de delito y proteger los mejores 

intereses de la sociedad y de las víctimas de 

delito. 

El Reglamento Núm. 7799, supra, establece 

ciertos criterios a ser considerados al momento de 

evaluar una petición de libertad bajo palabra. 

Específicamente, la Sección 9.1(B)(7) del Artículo 

IX establece que la Junta de Libertad bajo Palabra 

tomará en consideración si el confinado cuenta con 

un plan de salida estructurado y viable en las 

áreas de empleo y/o estudio, residencia y amigo 

consejero. 

Por su parte, la Sección 11.2(A) del Artículo 

XI dispone para que los casos en que la Junta de 

Libertad bajo Palabra ha denegado el privilegio, 

puedan ser reconsiderados dentro de un año desde 

la última evaluación. 
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La Sección 13.3 (D) del Artículo XIII 

establece que la Junta de Libertad bajo Palabra 

emitirá su determinación final en el término de 

treinta (30) días calendario, contados a partir de 

la fecha en que se celebró la vista de 

consideración. Sin embargo, conforme a la Sección 

13.3 (E), la Junta de Libertad bajo Palabra podrá 

posponer su determinación, notificándole de ello 

por escrito al peticionario e indicando las 

razones para la posposición. Además, se podrá 

posponer la determinación final por un término no 

mayor de ciento ochenta (180) días calendario, 

contados a partir de la fecha en que se hubiese 

rendido la determinación. 

Nuestra última instancia judicial en derecho 

puertorriqueño ha resuelto que, el denegarle 

arbitrariamente el beneficio de libertad a prueba 

a un confinado, o revocarle la libertad bajo 

palabra ya concedida, sin garantizarle el debido 

proceso de ley, constituye una interferencia o 

privación de un interés libertario, lo que 

justifica la intervención judicial oportuna para 

corregir el agravio. Vázquez v. Caraballo, 114 DPR 

272, 279 (1983); Martínez Torres v. Amaro Pérez, 

116 DPR 717, 726-727 (1985). 

B. Deferencia Judicial  

La LPAU y su casuística requieren que todas 

las decisiones administrativas impugnadas sean 

examinadas de modo que otorguen el mayor grado de 
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deferencia hacia la agencia que produjo la 

determinación impugnada. Los organismos 

administrativos cuentan con un grado de 

experiencia que les brinda un conocimiento 

especializado en cuanto a los asuntos y 

controversias que atienden. Otero Mercado v. 

Toyota, 163 DPR 716, 727 (2005); Pacheco v. 

Estancias, 160 DPR 409, 431 (2003).  

Se les reconoce a los procesos administrativos 

y a las determinaciones de hechos de las agencias 

una presunción de regularidad y corrección que 

debe ser respetada mientras la parte que las 

impugne no produzca evidencia suficiente para 

derrotarlas. Vélez v. A.R.Pe., 167 DPR 684, 693 

(2006); Polanco v. Cacique Motors, 165 DPR 156, 

170 (2005).  

Las autoridades carcelarias cuentan con amplia 

discreción para crear e implementar toda 

disposición reglamentaria que se considere 

necesaria para la consecución del interés del 

Estado, en cuanto a preservar la seguridad en las 

instituciones correccionales, y el proceso de 

rehabilitación de los confinados. Por lo anterior, 

los tribunales conceden gran deferencia a estos 

organismos en situaciones donde se pretende 

revisar sus actuaciones cuando una parte resultó 

alegadamente afectada. Cruz Negrón v. 

Administración, 164 DPR 341, 356 (2005).  
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IV. Aplicación del Derecho a los Hechos 

De entrada, sostenemos que la controversia 

planteada no es un procedimiento adjudicativo 

formal sujeto a la revisión judicial de esta 

segunda instancia judicial.1 Tampoco presenta un 

caso o controversia justiciable que nos conceda 

jurisdicción para entender sobre el mismo, pues no 

se ha adjudicado algún derecho de la parte 

recurrente.2 

El Artículo 4.002 de la Ley de la Judicatura 

del 2003, Ley Núm. 201-2003, 4 LPRA sec. 24u, 

establece como la función de esta segunda 

instancia judicial el “proveer a los ciudadanos de 

un foro apelativo mediante el cual un panel de no 

menos de tres (3) jueces revisará, como cuestión 

de derecho, las sentencias finales del Tribunal de 

Primera Instancia, así como las decisiones finales 

de los organismos y agencias administrativas y de 

forma discrecional cualquier otra resolución u 

orden dictada por el Tribunal de Primera 

Instancia”. [Énfasis suplido.] 

Asimismo, el Artículo 4.006 de la Ley de la 

Judicatura del 2003, Ley Núm. 201-2003, 4 LPRA 

sec. 24y(c), dispone que el Tribunal de 

Apelaciones revisará, como cuestión de derecho, 

las decisiones, órdenes y resoluciones finales de 

 
1 Véase, Enmiendas V y XIV, Const. E.U., LPRA, Tomo 1; Mathews v. 

Eldridge, 424 US 319 (1976); Sección 7, Art. II, Const. P.R., 

LPRA, Tomo 1; Secciones 1.3(b) y 3.1 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico, Ley Núm. 38-

2018, 3 LPRA secs. 9603 (b) y 9641. 
2 Véase, Moreno v. Pres. U.P.R. II, 178 DPR 969,973 (2010); Asoc. 

Alcaldes v. Contralor, 176 DPR 150, 158 (2009); E.L.A. v. Aguayo, 

89 DPR 552, 558-559 (1958). 
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los organismos o de las agencias administrativas 

conforme a lo dispuesto en la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme (LPAU), infra. 

En lo pertinente a la revisión judicial de 

órdenes o resoluciones administrativas, la Sección 

4.2 de la LPAU, 3 LPRA sec. 9672, dispone lo 

siguiente:   

Una parte adversamente afectada por una 

orden o resolución final de una agencia y 

que haya agotado todos los remedios 

provistos por la agencia o por el 

organismo administrativo apelativo 

correspondiente podrá presentar una 

solicitud de revisión ante el Tribunal de 

Apelaciones, dentro de un término de 

treinta (30) días contados a partir de la 

fecha del archivo en autos de la copia de 

la notificación de la orden o resolución 

final de la agencia o a partir de la 

fecha aplicable de las dispuestas en la 

sec. 9655 de este título, [...]. 

[...] 

Una orden o resolución interlocutoria de 

una agencia, incluyendo aquellas que se 

emitan en procesos que se desarrollen por 

etapas, no serán revisables directamente. 

La disposición interlocutoria de la 

agencia podrá ser objeto de un 

señalamiento de error en el recurso de 

revisión de la orden o resolución final 

de la agencia. 

La revisión judicial aquí dispuesta será 

el recurso exclusivo para revisar los 

méritos de una decisión administrativa 

sea ésta de naturaleza adjudicativa o de 

naturaleza informal emitida al amparo de 

esta Ley. [Énfasis suplido.] 

 

Sobre el particular, nuestra casuística ha 

resuelto que una orden o resolución final es 

aquella que dispone de la controversia ante la 

agencia y tiene efectos adjudicativos y 

dispositivos sobre las partes. Depto. Educ. v. 

Sindicato Puertorriqueño, 168 DPR 527, 543-545 
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(2006). Lo determinante no es el nombre que la 

agencia le dé a su actuación, sino considerar el 

estado de derecho vigente al momento del 

procedimiento administrativo y si la determinación 

que se pretende revisar es final. Íd. 

A pesar de lo anterior, en ánimo de adelantar 

la política pública de acceso a la justicia a las 

personas con restricciones formales e informales a 

los tribunales3 y para que no quede duda en la 

mente del recurrente sobre la corrección de la 

determinación recurrida, nos expresamos. 

Surge del expediente ante nuestra 

consideracion que la parte recurrida evaluó el 

caso de la parte recurrente el 28 de febrero de 

2020 y este tenía fecha de reconsideración para el 

mes de abril de 2020. En otras palabras, evaluó el 

caso antes de finalizado el término de un año que 

tenía para reconsiderar su determinación anterior. 

Sin embargo, toda vez que no pudo corroborar el 

plan de salida de la parte recurrente al estado de 

Massachusets, la parte recurrida concluyó que 

procedía posponer su determinación por un término 

de 90 días o hasta septiembre de 2020, lo que 

ocurriera primero. 

Conforme a la Sección 13.3(D) del Artículo 

XIII del Reglamento Núm. 7789, la parte recurrida 

contaba con un término de 30 días luego de 

celebrada la vista para emitir su determinación. 

 
3 Fraya, S.E. v. A.C., 162 DPR 182, 189-190 (2004); L.F. Estrella 

Martínez, Acceso a la Justicia: Derecho Humano Fundamental, San 

Juan, Ed. SITUM, 2017, págs. 66-72. 
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En otras palabras, si evaluó el caso el 28 de 

febrero de 2020, tenía hasta el 27 de marzo de 

2020 para emitir su determinación. 

Empero, conforme a las resoluciones emitidas 

por la Junta de Libertad bajo Palabra sobre 

extensión de términos en los procedimientos 

administrativos, cualquier término que hubiera 

vencido del 16 de marzo de 2020 al 6 de agosto de 

2020, comenzaría a decursar nuevamente a partir 

del 7 de agosto de 2020. Así, siendo que la fecha 

para emitir la determinación en cuanto al 

privilegio de libertad bajo palabra de la parte 

recurrente quedó interrumpida por las resoluciones 

de extensión de términos, el mismo comenzó a 

decursar nuevamente a partir del 7 de agosto de 

2020 y vencía el 8 de septiembre de 2020. Además, 

conforme a las facultades conferidas a la parte 

recurrida en el Reglamento Núm. 7789, esta podía 

posponer la determinación hasta un máximo de 180 

días. En este caso, la parte recurrida concluyó 

posponer su determinación por un término de 90 

días, el cual vencía el 7 de diciembre de 2020. 

Conforme a lo antes expuesto, al momento de la 

parte recurrente presentar su recurso de Revisión 

Judicial ante la consideración de este Tribunal de 

Apelaciones, el 30 de noviembre de 2020, el 

término con el que contaba la parte recurrida para 

emitir su determinación aún no había vencido. 

Además, de lo antes expuesto se desprende que la 
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parte recurrida actuó dentro del marco de las 

facultades que le fueron conferidas por el 

Reglamento Núm. 7799 para posponer el emitir una 

determinación. Lo anterior, unido a las 

resoluciones sobre extensión de términos en los 

procedimientos administrativos ante la Junta de 

Libertad bajo Palabra, justifican la dilación de 

la parte recurrida en emitir una determinación. 

Por lo anterior, concluimos que la parte 

recurrida ha cumplido con el procedimiento 

establecido en el Reglamento Núm. 7799. Además, 

del expediente no surge que la parte recurrida 

haya actuado de manera arbitraria o ilegal, o de 

manera irrazonable que implique un abuso de 

discreción que amerite nuestra intervención. 

Por tanto, aunque no se trata de una 

determinación revisable en esta etapa, concluimos 

que la parte recurrida actuó conforme a Derecho y 

dentro del marco de sus facultades discrecionales. 

V. Disposición del Caso 

Por los fundamentos antes expuestos, 

desestimamos el recurso de Revisión Judicial 

promovido por falta de jurisdicción al no 

presentar una controversia justiciable. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica 

la Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


